










































































































 

                                                  REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

                                                   RAMA JURISDICCIONAL 

 

JUZGADO CIVIL MUNICIPAL DE  

MOSQUERA  

 

 Catorce (14) de septiembre de dos mil veintiuno (2021)   

 

PROCESO No. 2021-01173 

MOTIVO DEL PRONUNCIAMIENTO 

Se resuelve la consulta a la decisión sancionatoria proferida por la 

COMISARÍA SEGUNDA DE FAMILIA de esta municipalidad el 1º de septiembre de 

2021, mediante la cual se declaró probado el incumplimiento a la medida de 

protección impuesta a cargo de JAIRO RODRÍGUEZ y se le sancionó con MULTA 

DE (2) DOS SALARIOS MÍNIMOS MENSUALES LEGALES VIGENTES. 

ANTECEDENTES  

TRÁMITE DE LA MEDIDA DE PROTECCIÓN 

1.- El 13 de julio de 2015 SANDRA ELISA MURCIA JIMÉNEZ, denunció los 

hechos de maltrato físico y verbal que se han venido presentando con su ex 

pareja sentimental JAIRO RODRÍGUEZ. 

2.- En la misma fecha la COMISARÍA SEGUNDA DE FAMILIA de la ciudad, ordenó 

citar al señor JAIRO RODRÍGUEZ, a fin de que presentara sus descargos y solicitara 

las pruebas que considerara necesarias, ordenándose, también, la medida de 

protección provisional a favor de la quejosa, para lo cual se dispuso oficiar al 

Comando de Policía con el objeto de prestar vigilancia necesaria al lugar donde 

reside. 

Además, se ordenó conminar a JAIRO RODRÍGUEZ, con el fin de que cesara 

todo acto de violencia y/o maltrato físico y amenazas, en contra de la señora 

SANDRA ELISA MURCIA JIMÉNEZ.  

Igualmente, se solicitó la intervención del equipo interdisciplinario, en aras 

de “realizar el estudio del contexto familiar, social, psicológico y comunitario para 

identificar elementos protectores como de riesgo para el núcleo familiar” y se fijó 

fecha para audiencia. (pág. 13) 

En la diligencia realizada el 19 de agosto de 2015, rindió descargos y se 

profirió decisión avalando el acuerdo celebrado entre las dos partes, quienes se 

comprometieron a cesar “todo acto de maltrato físico, verbal, psicológico, 

amenaza, intimidación, manipulación, ofensa o cualquier otra forma de agresión 

entre ellos, contra o en presencia de su hijo Carlos Daniel Rodríguez Murcia”. ,  



En la misma audiencia se ordenó al señor JAIRO RODRÍGUEZ, lo siguiente: 

 “Cesar inmediatamente todo acto de maltrato físico, verbal, psicológico, 

amenaza, intimidación, manipulación, ofensa o cualquier otra forma de agresión, 

en contra de la accionante SANDRA ELISA MURCIA JIMÉNEZ (…) y mucho menos 

en contra o en presencia de su hijo…”. 

“… penetrar, vigilar, asediar, perseguir, fastidiar, molestar en cualquier lugar 

público o privado” donde encuentre la señora Sandra Elisa. 

“…esconder o trasladar de residencia al niño y personas discapacitadas en 

situación de indefensión…” 

 “la obligación de realizar un tratamiento reeducativo y terapéutico en una 

institución pública o privada que ofrezca tales servicios 

  También se les prohibió a ambas partes agredirse o hacer que cualquiera 

de sus comportamientos puedan de alguna manera afectarlos, ya sea a través 

de redes sociales, medios telefónico o por cualquier otro medio.  

En cuanto a la incidentante se le ordenó tomar tratamiento reeducativo y 

terapéutico  en materia de orientación y empoderamiento. 

INCUMPLIMIENTO 

4.- El 30 de octubre de 2017, señora SANDRA ELISA MURCIA JIMÉNEZ informó 

que su pareja incumplió con lo acordado en la audiencia de conciliación de 

fecha 19 de agosto de 2015 (pág. 76), pues manifiesta que sigue siendo agredida 

física y verbal por parte del señor JAIRO RODRÍGUEZ. 

5.- Por lo anterior, mediante auto proferido el 30 de octubre de 2017, se 

ordenó la intervención del equipo psicosocial en aras de “realizar el estudio del 

contexto familiar, social, psicológico y comunitario para identificar elementos 

protectores como de riesgo para el núcleo familiar”. Así mismo, se fijó como fecha 

para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 11 de la Ley 575 de 2000, 

el día 22 de febrero de 2018 (fol. 92) 

Así, en audiencia realizada en esa fecha, la COMISARIA SEGUNDA DE 

FAMILIA de la ciudad luego de esbozar sus argumentos, profirió decisión 

declarando que el señor JAIRO RODRÍGUEZ, no incumplió con las obligaciones 

contenidas en audiencia de data 19 de agosto de 2015. 

6.-Nuevamente, el 11 de marzo de 2020, la quejosa le comunicó a la 

Comisaria Segunda de Familia de este municipio, que el señor JAIRO RODRÍGUEZ, 

continuó ejerciendo sobre ella maltrato verbal y psicológico,  relatando los 

hechos ocurridos el 8 de febrero de 2020. 

Mediante auto de esa misma fecha -11 de marzo de 2020-se ordenó la 

intervención del equipo psicosocial en aras de “realizar el estudio del contexto 

familiar, social, psicológico y comunitario para identificar elementos protectores 

como de riesgo para el núcleo familiar” y se fijó como fecha para llevar a cabo 

la audiencia de que trata el artículo 11 de la Ley 575 de 2000, el 5 de mayo de 



2020 (pág. 202), sin embargo, la diligencia fue reprogramada para el día 14 de 

abril de 2021 (pág. 234). 

Llegada la fecha para la citada diligencia, y atendiendo a la solicitud 

presentada por el apoderado judicial del incidentado, se dispuso el día 1 de 

septiembre de 2021, para llevar a cabo la audiencia indicada en parte anterior 

(pág. 298), donde se declaró probado por primera vez el incumplimiento por 

parte de JAIRO RODRÍGUEZ de la medida de protección contenida en la 

Resolución No 107 de 19 de agosto de 2015, por lo que se procedió a la 

imposición de sanción (pág. 170) 

CONSIDERACIONES. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 7º de la ley 294 de 1996, 

modificado por el artículo 4º de la Ley 575 de 2000, “el incumplimiento de las 

medidas de protección dará lugar a las siguientes sanciones: 

a). Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales 

mensuales, convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro de los cinco 

(5) días siguientes a la imposición. La conversión en arresto se adoptará de plano 

mediante auto que solo tendrá recursos de reposición, a razón de tres (3) días por 

cada salario mínimo; 

b). Si el incumplimiento a la medida de protección se repitiere en el plazo de dos 

años, la sanción será de arresto entre treinta (30) y cuarenta y cinco (45) días”. 

La imposición de las referidas sanciones debe estar precedida del trámite 

a que alude el artículo 17 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 11 de 

la ley 575 de 2000, en el cual deben respetarse las garantías del debido proceso 

y el derecho de defensa, en particular, la notificación del accionado, con la 

respectiva posibilidad de controvertir la solicitud de medida de protección, la 

petición y la práctica de pruebas, y la garantía de que la decisión adoptada se 

funde en las normas aplicables y las pruebas recaudadas. 

En el presente asunto, estudia el Juzgado la consulta a la decisión 

sancionatoria proferida por la COMISARIA SEGUNDA DE FAMILIA de esta 

Municipalidad el 3 de agosto pasado, decisión que se confirmará, como quiera 

que, fueron acreditados los hechos de incumplimiento por el señor JAIRO 

RODRÍGUEZ a la medida de protección impuesta, con la prueba documental 

allegada. 

L o anterior se puede determinar con los informes emitidos por los 

profesionales del equipo psicosocial de la citada Comisoria, entre los cuales 

destacamos la entrevista efectuada el día 23 de enero de 2018 por la psicóloga 

SANDY PATRICIA ROJAS RIAÑO quien como FACTORES DE RIESGO Y 

RECOMENDACIONES señaló: 

“Según lo percibido durante la entrevista los antecedentes establecidos por parte 

de ella y el padre de su hijo, reporta presunta intolerancia que los pueden llevar a 

no tener control de impulsos, y riesgos de intolerancia a la frustración, dichos 

episodios pueden llevar a problemas emocionales en la familia que pueden 



repercutir en los demás miembros, y disminución de rendimiento laboral 

rendimiento educativo si los menores se ven expuestos en este tipo de episodios 

de conflicto entre los adultos”. 

(…) 

“Se realiza explicación del proceso a seguir con dicho asunto, se solicita a la 

señora SANDRA MURCIA JIMENEZ, tener presente y a la mano número de 

cuadrante por si se establece algún hecho que ponga en riesgo su integridad y la 

de sus hijos, por tal motivo se le recomienda buscar alejarse de él mientras se toma 

otra medida”. 

También milita en el plenario la HISTORIA CLÍNICA de la señora SANDRA 

ELISA MURCIA JIMÉNEZ en donde se describen las lesiones sufridas por la quejosa 

las cuales coinciden con lo relatado por ella mediante escrito allegado el 11 de 

marzo de 2020 (pág. 180). 

Además, la solicitud medida de protección de la Fiscalía General de la 

Nación de data 10 de febrero de 2020. 

Ahora bien, es importante resaltar que para quienes tenemos la misión de 

administrar Justicia, constituye una OBLIGACIÓN aplicar el enfoque diferencial 

de género en todas nuestras decisiones, enfoque que consiste en el deber de 

reconocer, en caso de que ello sea relevante, la asimetría que puede existir entre 

mujeres y hombres por relaciones de poder, como lo ha considerado la Corte 

Constitucional, entre otras, en Sentencia T-338 de 2018. 

Entonces, para el presente caso se tiene que se trata de una mujer y madre, 

quien asegura que ha sido víctima de violencia verbal y psicológica reiterada, 

por parte de su compañero o ex compañero. 

 

  Es relevante, entonces, acudir al citado enfoque diferencial, teniendo en 

cuenta que la violencia contra la mujer constituye una manifestación de las 

relaciones de poder históricamente desiguales entre hombres y mujeres, que 

conducen a perpetuar la discriminación contra la mujer, obstaculizando su pleno 

desarrollo, según expuso la H. Corte Constitucional en la sentencia T-967 de 2014.  

 

La perspectiva de género, como enfoque diferencial, tiene como 

finalidad, la de hacer efectivo el derecho fundamental a la igualdad material, 

previsto en el artículo 13 de la Constitución Nacional, derecho que debe ser 

garantizado por los Estados, de conformidad con los tratados internacionales de 

derechos humanos, lo que lleva a concluir que se trata de una obligación de las 

autoridades judiciales aplicarla al interior de los procesos.  

 

En palabras del máximo Tribunal de lo Constitucional Sentencia SU – 080 de 

2020, magistrado ponente Dr. JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS: 

 

 “(…) analizar con perspectiva de género los casos concretos donde son parte 

mujeres afectadas o víctimas: i) no implica una actuación parcializada del juez en 

su favor; reclama, al contrario, su independencia e imparcialidad y ii) ello 

comporta la necesidad de que su juicio no perpetúe estereotipos de 

género[106] discriminatorios, y; iii) en tal sentido, la actuación del juez al analizar 

una problemática como la de la violencia contra la mujer, exige un abordaje 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn106


multinivel, pues, el conjunto de documentos internacionales que han visibilizado la 

temática en cuestión -constituyan o no bloque de constitucionalidad- son 

referentes necesarios al construir una interpretación pro fémina, esto es, una 

consideración del caso concreto que involucre el espectro sociológico o de 

contexto que describe el calamitoso estado de cosas, en punto de la 

discriminación ejercida sobre la mujer”.  

 

Ahora, el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de todo tipo de 

violencias y discriminación, ha sido consagrado ampliamente en instrumentos 

internacionales – ratificados por el Estado colombiano y que prevalecen sobre el 

ordenamiento jurídico interno como lo estipula el art. 93 de la Constitución 

Política- tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer (1967); la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 

Discriminación contra la Mujer, en adelante CEDAW (1981) y la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Convención de Belem do Pará). 

 

En el ámbito nacional, uno de los avances más significativos en estándares 

de garantía y protección a las mujeres víctimas de violencias es la Ley 1257 de 

2008, que se debatió y aprobó debido al gran rol del movimiento de mujeres y la 

bancada de mujeres en el congreso. Esta ley busca crear mecanismos para la 

prevención, atención y sanción de todo tipo de violencias en cabeza de 

diferentes instancias del Estado y con los deberes de la sociedad civil y la familia. 

 

De igual manera, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial estable, frente a la obligación de las autoridades judiciales de 

aplicar el enfoque diferencial de género en casos de violencia contra las 

mujeres, con el fin de administrar justicia de manera efectiva, en cada caso 

concreto. Particularmente, nos referimos a las sentencias T-878 y T-967 de 2014, T-

241 y T-012 de 2016, T-027, T-145 y T-735 de 2017, T-240, T-311 y T-338 de 2018, T-093 

de 2019, así como la reciente Sentencia SU – 080 de 2020.   

Sin más consideraciones el JUZGADO CIVIL MUNICPAL DE MOSQUERA 

CUNDINAMARCA ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY  

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada a través de la RESOLUCION No. 

0151 de primero (1º) de septiembre de dos mil veintiuno (2021), por la COMISARÍA 

SEGUNDA DE FAMILIA de la ciudad a favor de SANDRA ELISA MURCIA JIMENZ y a 

cargo de JAIRO RODRIGUEZ. 

SEGUNDO: NOTIFÍCAR esta decisión a las partes, a la Defensora de Familia 

adscritos a este Despacho, por el medio más expedito. 

TERCERO: Ejecutoriada esta sentencia, por contener la firma electrónica se 

entiende que se presume autentica  la misma podrá ser validada a través del 



siguiente link: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/valid

arDocumento 

CUARTO: Por secretaría y previas las constancias del caso, DEVUELVANSE las 

presentes diligencias al Despacho de origen. 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Maria Del Pilar Oñate Sanchez 

Juez Municipal 

Civil 001 

Juzgado Municipal 

Cundinamarca - Mosquera 
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a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE NOTIFICA 

 ESTADO Nº 086 DEL QUINCE (15) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL 

VEINTIUNO (2021) FIJADO A LA HORA DE LAS 8:00 A.M. 

 

 

BERNARDO OSPINA AGUIRRE 

SECRETARIO 

 

 

 



JUZGADO CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA   

MOSQUERA   CUNDINAMARCA     

 

Septiembre Catorce (14) de dos mil veintiuno 

CONSULTA No. 2021-01180 

MOTIVO DEL PRONUNCIAMIENTO. 

Se resuelve la consulta a la decisión sancionatoria proferida por la COMISARÍA 

SEGUNDA DE FAMILIA de esta municipalidad el 8 de septiembre de 2021, mediante la 

cual se declaró probado el incumplimiento a la medida de protección impuesta en 

favor de RUTH DARY MUÑOZ SERRANO y en contra de ORLANDO MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, 

y se le sancionó con una multa de dos salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

ANTECEDENTES  

TRÁMITE DE LA MEDIDA DE PROTECCIÓN 

1.- El 26 de marzo de 2019, RUTH DARY MUÑOZ SERRANO, denunció que ese día 

en la mañana llamó al incidentado con el fin de que se levantara para ir a trabajar, 

al levantarse comenzó a tocarla, por lo que ella le pidió que no la molestara sin 

embargo le bajo la ropa interior, como le dijo que no quería le quitó el celular y lo 

guardo en el bolsillo, cuando ella le reclamo para que se lo devolviera la arrojó sobre 

la cama y la comenzó a asfixiar luego la tiro al piso y le dobló el brazo en ese momento 

llego su hijo a defenderla y les dijo muchas groserías.  

 2.- En la misma fecha la COMISARÍA SEGUNDA DE FAMILIA, ADMITE y avoca 

conocimiento de la acción de VIOLENCIA INTRAFAMILIAR en contra de ORLANDO 

MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, ordenándose entre otros la medida de protección provisional 

a favor de RUTH DARY MUÑOZ SERRANO, para lo cual se ordena oficiar al Comando 

de Policía con el objeto de prestar vigilancia necesaria al lugar donde reside 

Además, se ordena conminar a ORLANDO MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, con el fin de 

que cese todo acto de violencia y/o maltrato físico y psíquico en contra de RUTH DARY 

MUÑOZ SERRANO y su grupo familiar. 

Igualmente se ordenó citar a ORLANDO MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, a fin de que 

presentara sus descargos y solicitara las pruebas que considerara necesarias. 

3.- En la diligencia realizada el 22 de mayo de 2019 (págs., 106 a 114), se dejó 

constancia que las partes se hicieron presentes a la audiencia, procediendo a 

evacuar todas las etapas procesales incluyendo los descargos del incidentado y se 

profirió decisión, imponiendo como medidas de protección a favor de RUTH DARY 

MUÑOZ SERRANO los siguiente: 

“SE CONMINA al señor ORLANDO MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, PARA QUE CESE 

INMEDIATAMENTE Y SE ABSTENGA DE REALIZAR LA CONDUCTA OBJETO DE QUEJA, O 

CUALQUIER OTRO ACTO DE VIOLENCIA FÍSICA, VERBAL, PSÍQUICA AMENAZAS, AGRAVIO, 

O HUMILLACIONES, AGRESIÓN ULTRAJE, INSULTO, HOSTIGAMIENTO, MOLESTIA Y OFENSA 

O PROVOCACIÓN, EN CONTRA DE LA SEÑORA RUTH DARY MUÑOZ SERRANO SU HIJO O 



FRENTE A SUS HIJOS O DEMAS MIEMBROS DEL GRUPO FAMILIAR, POR SI MISMO O POR 

INTERPUESTAS PERSONAS” 

Se adiciona como medidas de protección a las partes: 

“ A) la prohibición de causarse cualquier tipo de molestias con la empresa de trabajo o 

en su domicilio familiar, B) se les imponen las obligaciones de cuando se dirijan entre si 

lo hagan en términos de compostura y con el respeto que se merecen como tal, por 

cualquiera de las forma  posibles incluidos teléfonos y redes sociales y por cualquier 

medio volver a agredirse o hacer que su comportamiento pueda de alguna manera 

resultar afectados, afectar la tranquilidad y sosiego domestico en su hogar c), se ordena 

a las partes acudir a un tratamiento terapéutico por psicología, en una institución 

publica o privada que ofrezca tales servicios, con el fin de reestablecer y proteger la 

dignidad, integridad y equilibrio biopsicosocial de los miembros de la familia” 

Se ordenó una protección especial para RUTH DARY MUÑOZ SERRANO y su 

grupo familiar por parte de la Policía Nacional. 

EN CUANTO AL INCUMPLIMIENTO 

1.- Vistas las diligencias se tiene que el 30 de julio de 2021 la Comisaria de 

familia de Tunjuelito admitió y avocó el incumplimiento a la medida de protección N° 

0009-2019 promovido por la Comisaría Segunda de Familia de Mosquera a favor de 

RUTH DARY MUÑOZ SERRANO y de su hijo JUAN PABLO CAICEDO MUÑOZ en contra de 

ORLANDO MARTÍNEZ RODRIGUEZ. 

Además de lo anterior, ordeno la remisión de la señora RUTH DARY MUÑOZ 

SERRANO, al INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL con el objetivo que le fuera practicado el 

examen medico legal, para establecer las posibles secuelas de la presunta violencia 

intrafamiliar ; y ordena el traslado de las diligencias a la Comisaría Segunda de Familia 

de Mosquera. 

2.- el 6 de agosto de 2021, la Comisaría Segunda de Familia de Mosquera 

avoca conocimiento del presunto incumplimiento a la medida de protección  

3.- El 8 de septiembre de 2021 la Comisaria de Conocimiento resolvió, declarar 

probado e incumplimiento y sancionar al incidentado con multa de dos salarios 

mínimos legales mensuales vigentes convertibles en arresto en caso de no pagar lo allí 

ordenado. 

CONSIDERACIONES. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 7º de la ley 294 de 1996, 

modificado por el artículo 4º de la Ley 575 de 2000, “el incumplimiento de las medidas 

de protección dará lugar a las siguientes sanciones: 

a). Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales, 

convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes 

a la imposición. La conversión en arresto se adoptará de plano mediante auto que solo 

tendrá recursos de reposición, a razón de tres (3) días por cada salario mínimo; 

b). Si el incumplimiento a la medida de protección se repitiere en el plazo de dos años, 

la sanción será de arresto entre treinta (30) y cuarenta y cinco (45) días”. 



La imposición de las referidas sanciones debe estar precedida del trámite a 

que alude el artículo 17 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 11 de la ley 

575 de 2000, en el cual deben respetarse las garantías del debido proceso y el 

derecho de defensa, en particular, la notificación del accionado, con la respectiva 

posibilidad de controvertir la solicitud de medida de protección, la petición y la 

práctica de pruebas, y la garantía de que la decisión adoptada se funde en las 

normas aplicables y las pruebas recaudadas. 

En este punto, es importante resaltar que quienes tenemos la misión de 

administrar Justicia, constituye una OBLIGACIÓN aplicar el enfoque diferencial de 

género en todas nuestras decisiones, enfoque que consiste en el deber de reconocer, 

en caso de que ello sea relevante, la asimetría que puede existir entre mujeres y 

hombres por relaciones de poder, como lo ha considerado la Corte Constitucional, 

entre otras, en Sentencia T-338 de 2018. 

 

Entonces, para el presente caso se tiene que se trata de una mujer y madre, 

quien asegura que ha sido víctima de violencia verbal y psicológica reiterada, por 

parte de su ex compañero. 

 

 Es relevante, entonces, acudir al citado enfoque diferencial, teniendo en 

cuenta que la violencia contra la mujer constituye una manifestación de las relaciones 

de poder históricamente desiguales entre hombres y mujeres, que conducen a 

perpetuar la discriminación contra la mujer, obstaculizando su pleno desarrollo, según 

expuso la H. Corte Constitucional en la sentencia T-967 de 2014.  

 

La perspectiva de género, como enfoque diferencial, tiene como finalidad, la 

de hacer efectivo el derecho fundamental a la igualdad material, previsto en el 

artículo 13 de la Constitución Nacional, derecho que debe ser garantizado por los 

Estados, de conformidad con los tratados internacionales de derechos humanos, lo 

que lleva a concluir que se trata de una obligación de las autoridades judiciales 

aplicarla al interior de los procesos.  

 

En palabras del máximo Tribunal de lo Constitucional Sentencia SU – 080 de 

2020, magistrado ponente Dr. JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS: 

 

“(…) analizar con perspectiva de género los casos concretos donde son parte mujeres 

afectadas o víctimas: i) no implica una actuación parcializada del juez en su favor; 

reclama, al contrario, su independencia e imparcialidad y ii) ello comporta la necesidad 

de que su juicio no perpetúe estereotipos de género[106] discriminatorios, y; iii) en tal 

sentido, la actuación del juez al analizar una problemática como la de la violencia 

contra la mujer, exige un abordaje multinivel, pues, el conjunto de documentos 

internacionales que han visibilizado la temática en cuestión -constituyan o no bloque de 

constitucionalidad- son referentes necesarios al construir una interpretación pro fémina, 

esto es, una consideración del caso concreto que involucre el espectro sociológico o de 

contexto que describe el calamitoso estado de cosas, en punto de la discriminación 

ejercida sobre la mujer”.  

 

Ahora, el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de todo tipo de violencias 

y discriminación, ha sido consagrado ampliamente en instrumentos internacionales – 

ratificados por el Estado colombiano y que prevalecen sobre el ordenamiento jurídico 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn106


interno como lo estipula el art. 93 de la Constitución Política- tales como la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración sobre la 

Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (1967); la Convención sobre la 

Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, en adelante 

CEDAW (1981) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará). 

 

En el ámbito nacional, uno de los avances más significativos en estándares de 

garantía y protección a las mujeres víctimas de violencias es la Ley 1257 de 2008, que 

se debatió y aprobó debido al gran rol del movimiento de mujeres y la bancada de 

mujeres en el congreso. Esta ley busca crear mecanismos para la prevención, 

atención y sanción de todo tipo de violencias en cabeza de diferentes instancias del 

Estado y con los deberes de la sociedad civil y la familia. 

 

De igual manera, la Corte Constitucional ha trazado una línea jurisprudencial 

estable, frente a la obligación de las autoridades judiciales de aplicar el enfoque 

diferencial de género en casos de violencia contra las mujeres, con el fin de 

administrar justicia de manera efectiva, en cada caso concreto. Particularmente, nos 

referimos a las sentencias T-878 y T-967 de 2014, T-241 y T-012 de 2016, T-027, T-145 y T-

735 de 2017, T-240, T-311 y T-338 de 2018, T-093 de 2019, así como la reciente Sentencia 

SU – 080 de 2020.   

En el presente asunto, estudia el Juzgado la consulta a la decisión 

sancionatoria proferida por la Comisaria Segunda de Familia de esta Municipalidad el 

8 de septiembre pasado, decisión que se confirmará, como quiera que, fueron 

acreditados los hechos de incumplimiento a la medida de protección, con la prueba 

documental allegada. 

Sin más consideraciones el JUZGADO CIVIL MUNICPAL DE MOSQUERA 

CUNDINAMARCA ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada  el ocho (8) de septiembre de dos 

mil veintiuno (2021), por la COMISARÍA SEGUNDA DE FAMILIA de la ciudad a favor de 

RUTH DARY MUÑOZ SERRANO y en contra de ORLANDO MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes, por el medio más expedito. 

TERCERO: Por secretaría y previas las constancias del caso, DEVUELVANSE las 

presentes diligencias al Despacho de origen. 

CUARTO: Ejecutoriada esta sentencia, por contener la firma electrónica se 

entiende que se presume autentica y la misma podrá ser validada a través del 

siguiente link: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento. 

 

NOTIFIQUESE, 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/validarDocumento
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LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE NOTIFICA 
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